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presentación

Al escribir esta obra colectiva en recuerdo del profesor Car-
los Restrepo Piedrahíta a un año de su partida, evocamos 
la solidez de su pensamiento iuspublicista, su amor por la 
Universidad y su inquebrantable compromiso con la de-
mocracia y el derecho. Como nota particular, hay un dato 
que quizá muchos de sus discípulos no conocen y es que 
el Dr. Restrepo en 1945 ejerció el cargo de jefe de la Oficina 
del Trabajo de Cundinamarca, oportunidad en que escribió 
el artículo “La protección jurídica del trabajo”, que aquí 
publicamos, donde esbozaba los avances constitucionales 
en la protección del trabajo dados en la reforma constitu-
cional de 1936 y mencionaba los principios constitucionales 
angulares que se debían tener en cuenta en Colombia para 
ello: 1) racionalizar la producción, distribución y consumo 
de las riquezas o de darle al trabajador la justa protección 
a que tiene derecho; 2) el trabajo es una obligación social y 
gozará de la especial protección del Estado; y 3) se garantiza 
el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos.

Fue muy vasta su producción intelectual relacionada con 
las reformas constitucionales para Colombia en los siglos xix 
y xx[1], entre la que sobresale la obra Tres ideas constitucionales. 
En ella presenta una serie de reflexiones acerca de la urgente 

1	 Véase Germán José Bidart Campos et al., La jurisdicción constitucional en Iberoamé-
rica. II Coloquio de Derecho Constitucional, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 1984; Carlos Restrepo Piedrahíta, Tentativas para instituir en Colombia 
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necesidad que tenía el país en aquel entonces —el lejano 
1978— de crear una Corte Constitucional que fuera un ór-
gano judicial autónomo, diferente de la Corte Suprema de 
Justicia, donde existía la Sala de Asuntos Constitucionales, 
que tuviera como finalidad principal garantizar la guarda 
y la supremacía de la Constitución.

Se dolía el Dr. Restrepo de la intransigencia que había 
mostrado la Corte Suprema de Justicia frente a las iniciati-
vas de reforma constitucional, frustradas unas por razones 
políticas y otras por las decisiones judiciales adoptadas por 
su Sala Plena.

Al referirse a la malograda reforma constitucional de 
1977, la cual realizó con éxito el tránsito legislativo pero 
fue declarada inconstitucional, señaló:

En todo caso, la insólita sentencia de la alta corporación ha 
servido para que la opinión pública y en primer término el 
Congreso —órgano de la representación popular— tomen 
inmediatamente conciencia de dos hechos incuestionables: 

a) que la Corte Suprema de Justicia se aventuró espectacular 
y peligrosamente a dar un salto de imprevisibles riesgos insti-
tucionales al auto-atribuirse, por simple vía de interpretación 
extensiva —¿y solo por ella?— la competencia para ejercer 
control sobre los actos reformatorios de la Constitución, con 
lo cual ha rebasado el lindero hasta donde condicionadamente 
—y solo así y hasta allí— podía decir: “La Constitución es lo 
que yo digo”, para situarse en el abismal precipicio desde 
donde ya puede proclamar: “¡El Estado soy yo!”. Y

b) que es urgente, inaplazable necesidad para el fortaleci-
miento del orden jurídico-constitucional colombiano, regular 
expresamente en la Constitución las facultades del órgano  
—cualquiera sea él: Corte Suprema o Corte Constitucional— al 

una Corte Constitucional, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1984, 
pp. 181-242.
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que se encomiende la preciosa pero delicada y decisiva función 
de defensa del principio de supremacía de la Constitución.

El absurdo, anticientífico, antitécnico, difuso y confuso sistema 
colombiano actual de control jurisdiccional de constituciona-
lidad ha demostrado una vez más —y está con espectacular 
abultamiento— su impropiedad, su inconveniencia, su inse-
guridad, sus azarosas implicaciones institucionales2.

Visionario fue el pensamiento del profesor Carlos Restrepo, 
pues basta recordar que la Asamblea Nacional Constituyen-
te de 1990-1991 surgió como respuesta a una iniciativa de 
reforma constitucional que fue declarada inconstitucional 
por la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia3. Es cu-
rioso que las reformas a la Constitución de 1886 en ciento 
cinco años fueron setenta4, en tanto la Constitución de 1991 
en veintiséis años de existencia ha tenido cuarenta y cinco 
reformas mediante acto legislativo5. Esto es, ha cambiado 
dramáticamente, y de aquella versión original del 4 de julio 
1991 solo queda una porción, no el modelo predominante; 
esto sin contar con los intentos fallidos y las declaratorias de 
inconstitucionalidad de las reformas constitucionales bajo 

2	 Carlos Restrepo Piedrahíta, Tres ideas constitucionales. Suprema de la Constitu-
ción. Corte Constitucional. El ombudsman, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 1978, p. vii.

3	 Véase <https://www.elespectador.com/content/el-arduo-camino-de-
la-constituyente-de-1991>; <http://centromemoria.gov.co/wp-content/
uploads/2014/11/La_constituyente_de_1991.pdf> (consultadas el 20 de 
octubre de 2017).

4	T omado de <https://www.elheraldo.co/nacional/23-presidentes-y-70-re-
formas-soporto-la-constitucion-de-1886-28009> (consultada el 20 de octubre 
de 2017).

5	M ayor información en <https://www.elespectador.com/noticias/politica/41-
reformas-constitucion-articulo-640997> (consultada el 20 de octubre de 2017); 
<https://www.ambitojuridico.com/bancoconocimiento/constitucional-
y-derechos-humanos/son-40-las-reformas-hechas-a-la-carta-politica> 
(consultada el 20 de octubre de 2017); y <http://www.secretariasenado.gov.
co/senado/basedoc/arbol/1001.html> (consultada el 20 de octubre de 2017). 
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la teoría desarrollada por la Corte Constitucional sobre la 
sustitución del modelo constitucional.

Sin embargo, al margen de estos cuestionamientos, es 
claro el efecto que la Constitución de 1991 ha generado en las 
relaciones de trabajo, en las que a partir del establecimiento 
del trabajo como un valor, un principio y además como 
un derecho, la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
ha realizado extensos desarrollos de lo que esto implica y 
mediante declaratorias de constitucionalidad o mediante 
fallos de tutela ha determinado cuál es el contenido de la 
Constitución misma y la interpretación que debe hacerse 
de ella.

Lo anterior, sin duda, es el origen de un renacer del 
derecho del trabajo, el cual ha ampliado sus perspecti- 
vas de protección a los trabajadores del país, pero a la vez ha  
demandado un estudio detallado de la jurisprudencia 
constitucional, en particular de tutela, en tanto bajo la teo-
ría del precedente vertical se ha ampliado el espectro de lo 
que jurídicamente es vinculante para los empleadores, en 
la medida en que por aplicación del principio de igualdad 
los trabajadores podrían invocar protecciones no previstas 
en la ley pero que por vía judicial constitucional se les han 
venido otorgando. 

En la medida en que los asuntos laborales que justi-
fican un estudio desde la perspectiva constitucional son 
cuantiosos, ante la lamentable pérdida que representa para 
nuestra universidad el fallecimiento del Dr. Carlos Res-
trepo Piedrahíta varios docentes tuvieron la iniciativa de 
desarrollar el trabajo colectivo que aquí se presenta y que, 
además de exaltar el espíritu laboralista del Dr. Restrepo, 
tiene por objeto analizar y divulgar ante la comunidad 
académica diferentes aspectos del derecho laboral que han 
sido influidos por la Constitución Política y las sentencias 
de la Corte Constitucional, a fin de promover su estudio e 
invitar a cuestionar su pertinencia y efectos en las relaciones 
laborales y en últimas en el desarrollo del país. 



17

Por ello, dentro de la ideología liberal de nuestra casa 
de estudios, los profesores que participaron en esta pu-
blicación abordan las temáticas desde una perspectiva 
independiente y crítica, en algunos casos descriptiva o 
propositiva, que refleja el pensamiento de cada uno de ellos 
en particular y, por supuesto, no implica una expresión de 
opinión de la Universidad. En ese sentido, se encuentran 
capítulos relacionados con los principios del artículo 53 de 
la Constitución, el acoso laboral, el principio del mérito en 
los servidores públicos, la negociación colectiva en el sector 
público, el pago de incapacidades por la vía constitucional, 
la acción de tutela frente a derechos pensionales y el debido 
proceso y el derecho a la defensa como límites constitucio-
nales a los medios probatorios en el procedimiento judicial. 

Agradecemos a la Universidad por el apoyo a este tipo 
de iniciativas académicas y al rector, Dr. Juan Carlos Henao, 
por su interés en el desarrollo progresivo del estudio del 
derecho del trabajo. 

Jorge Eliécer Manrique Villanueva
Director del Departamento de Derecho Laboral 





19

introducción

la protección jurídica del trabajo

Carlos Restrepo Piedrahíta*

El sistema de libertad contractual ve en la relación de trabajo 
únicamente el cambio de dos bienes patrimoniales, que considera 
homogéneos: trabajo y salario; desconoce, pues, que el trabajo no 
es un bien patrimonial como los demás, que al fin y al cabo no es 

algo distinto del hombre entero. Y en correspondencia con aquella 
idea, el sistema de libertad contractual estructura la relación de 
trabajo como si la fuerza de este fuese una cosa y no un hombre.

Gustavo Radbruch

La inquietud social que entre nosotros se agudizó hacia la 
mitad del decenio pasado fue particularmente afortunada 
en el logro de cánones constitucionales protectores del 
trabajo: 

*	M anizales, 1916-2017. Abogado de la Universidad Externado de Colombia; 
conjuez de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional; Consejero de Estado y magistrado de la Corte Electoral; 
miembro de la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya; embajador en Italia 
y Alemania; director del Departamento de Derecho Constitucional y rector 
encargado de la Universidad Externado de Colombia; jefe de la Oficina del 
Trabajo de Cundinamarca. Este artículo fue publicado en 1945 en una revista 
denominada Derecho del Trabajo, pp. 102-110, que ya no existe.
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1) El artículo 11 del Acto Legislativo n.º 1 de 1936 —re-
formado por el 14 de la enmienda de 1945— preceptuó la 
intervención estadual “en la explotación de industrias o 
empresas públicas y privadas, con el fin de racionalizar la 
producción, distribución y consumo de las riquezas, o de 
dar al trabajador la justa protección a que tiene derecho”.

2) El artículo 17 de la misma Reforma estableció: “El 
trabajo es una obligación social y gozará de la especial pro-
tección del Estado”.

3) El artículo 20 dijo: “Se garantiza el derecho de huelga 
salvo en los servicios públicos”.

He aquí los tres principios constitucionales angulares 
que pueden ser utilizados en Colombia para la protección 
jurídica del trabajo. En el primero cabe averiguar el concepto 
y alcance de racionalización. Es verdad que no se ha fijado 
concretamente su contenido, y los autores extranjeros y los 
comentaristas nacionales discrepan en su torno.

El tratadista Caicedo Castilla opina que “racionalizar 
equivale a la organización científica del trabajo” y que se 
extiende a tres diversos problemas:

a) A la obtención del rendimiento del factor humano, lo cual 
comprende varias cuestiones: salarios, jornales de trabajo, 
orientación profesional, fisiología del trabajo, etc.; b) Mejora 
del rendimiento general de las empresas industriales median-
te la organización técnica del trabajo en las fábricas o en los 
diferentes servicios de aquellas empresas; c) La organización 
científica del trabajo en el campo de una industria determinada 
o en el más amplio de la economía nacional: concentración 
industrial y comercial, tipificación, supresión del despilfarro, 
producción y distribución en masa, etc.

El Dr. Gnecco Mozzo, comentarista de la Reforma, al re-
ferirse a la protección al trabajador, conceptúa que en esa 
disposición “el legislador halla en la nueva Constitución 
puerta abierta para establecer todas las reformas sociales”.
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El precepto constitucional ha tenido un inicial desarrollo 
en ciertas disposiciones de la Ley 6.ª de 1945, tal el artícu- 
lo 4.º, que le da potestad al Gobierno para señalar por medio 
de decretos “los salarios mínimos para cualquier región 
económica o cualquier actividad profesional, industrial, 
comercial, ganadera o agrícola de una región determinada, 
de conformidad con el costo de la vida, las modalidades del 
trabajo, la aptitud relativa de los trabajadores, los sistemas 
de remuneración o la capacidad económica de las empresas 
[…]”. Muestra de este desarrollo sería igualmente el artículo 
27 del Decreto Reglamentario 2127, en algunos de sus ordi-
nales, adicionado por el artículo 4.º del 2541, de octubre 15.

Es de observarse que el artículo que se comenta (28 de 
la Codificación) alude a protección al trabajador, es decir, 
al sujeto humano, al hombre que trabaja como asalariado. 
Que es a él es indudable, porque ya en el artículo 10 del 
acto legislativo citado se garantizó “la propiedad privada 
y los demás derechos adquiridos con justo título”.

En cuanto al artículo 17 (40 de la Codificación), en la 
discusión parlamentaria que provocó, el entonces ministro 
Echandía hubo de expresarse en los siguientes términos: “A 
mí me parece que es una declaración simplemente platónica 
y que esas declaraciones son inútiles porque no tienen nin-
gún efecto ni sobre el Legislador, ni sobre el país, ni sobre 
nadie. Declarar que son ciudadanos quienes reúnan ciertas 
condiciones, tales como tener profesión, arte u oficio, sí 
tiene una consecuencia; pero el hecho de que más adelante 
se diga que el trabajo es una obligación social, no va a tener 
ninguna”. Lo más que se le contraargumentó al vocero 
del Gobierno fue dicho por un representante entonces de 
izquierda, que una Constitución es “una de las formas  
de educación por medio de las cuales ejerce su influencia el 
Estado sobre la ciudadanía”, pensamiento en ninguna mane-
ra original ya que los constituyentes de Weimar estuvieron 
intoxicados del mismo entusiasmo político-pedagógico. El 
artículo 148 de la célebre constitución. El romántico profesor  
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Mirkine Guetzévitch había ya expresado: “El nuevo de-
recho democrático, incluso si no penetra enteramente en 
la vida, es, sin embargo, un elemento de educación de las 
masas: tiene cierto valor educativo”. Como si valiera de 
algo un derecho que no penetre en la vida. Cómo si con la 
Constitución en el bolsillo se asegurara la subsistencia. Ya 
Fourier descargó su apóstrofe contra tal modo de pensar. 
“Hermosa perspectiva para un hombre que se muere de 
hambre el saber que puede consultar la Constitución, en 
lugar de saciarla con una comida” (Max Adler).

Las teorías constitucionales que por 1936 prevalecieron 
no dejan de ser extrañas. ¿Qué ciencia constitucional resiste 
la afirmación de que la ordenación superior de un Estado, 
su estatuto primario, puede conllevar declaraciones plató-
nicas, que no es una fuente energética uniforma, de ímpetu 
potenciado en cada uno de sus preceptos y en su totalidad 
articulada, provista de un poder fáctico, de una permanente 
tendencia a la activación en el ámbito social? “Espíritu sin 
movimiento es una palabra vana” era un principio de la 
doctrina de Hegel. Constituciones platónicas son también 
cosas vanas, “cadáveres de palabras”, para utilizar una 
expresión de Bloch. La técnica constitucional colombiana 
ha sido la clásica técnica del Estado liberal burgués: decla-
raciones, bien distinta de la técnica moderna. Obedece esta 
al principio de que

una Constitución no debe confundirse con un programa. Esto 
significa que existe una diferencia esencial entre un programa 
y una Constitución. Mientras un programa formula lo que 
todavía no existe y lo que hay que alcanzar y conquistar en 
el futuro, una Constitución, por el contrario, debe tratar de lo 
que existe ya, de lo que ya se ha alcanzado y conquistado en 
el momento presente. 

Contrariamente al exministro Echandía y al parlamentario a 
que se ha hecho mención, el Dr. Gnecco Mozzo es de opinión  
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muy juiciosa que el precepto consagrado “en el fondo sien-
ta un principio de enorme trascendencia democrática” y 
agrega que “instituye al trabajo en una obligación, no ya en 
una simple función social. En esta forma la ley podrá llegar 
hasta erigir en delito la ociosidad de los rentistas puesto 
que se deja de cumplir una obligación”.

Las constituciones europeas de la primera posguerra, 
que tan decisivo influjo ejercieron sobre los constituyentes 
colombianos en 1936, ya habían sentado el mismo principio: 
Grecia, Polonia, Rumania, Finlandia, Alemania, la Unión 
Soviética. La de este último país fue especialmente concisa 
y decidida: “Los ciudadanos de la U. R. S. S. tienen derecho 
al trabajo, es decir, a obtener un trabajo garantizado y re-
munerado [...]”. Se garantizó pues el derecho al trabajo.

Nótese que el artículo 40 de la Constitución Nacional, 
que se viene relacionando, alude al trabajo en sentido nada 
concreto, a punto que Gnecco Mozzo es de parecer que “lo 
difícil al desarrollar este trascendental precepto en una 
ley, será precisar qué el trabajo [...]”. Pero no importa. Lo 
que ahora interesa es destacar que se ha instituido como 
una obligación de todos los hombres en edad o aptitud 
para desarrollarlo y como correlato se establece el derecho 
a la protección para el trabajador. La carta no es avara en 
reafirmar de manera concreta esa protección. El derecho 
de huelga es la herramienta por excelencia que el Estado 
pone a disposición del asalariado para la protección de su 
derecho. Es la antítesis dialéctica del derecho de propiedad. 
En los artículos 26 y 44 (inciso 2.º, que debiera ser artículo 
separado) está la radiografía de una organización social, 
de un particular sistema económico. Son los extremos de 
esa estructura. 

Todavía no se ha meditado suficientemente en la tras-
cendencia institucional, social y filosófica del derecho de  
huelga en una sociedad montada sobre los principios  
de apropiación individual de los medios de producción. 
Es de una magnitud extraordinaria la conquista que hay 


